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I.- GENERALIDADES 


Algunos autores sostienen que debe hacerse una distinción entre "privilegios" e "inmunidades", puesto que no son la misma cosa. BIELSA 1 sostiene que el privilegio de un cuerpo concierne a la potestad especial o institucional que como tal ejerce en razón de su función y de la naturaleza de su institución. Las inmunidades conciernen al cuerpo, pero por su naturaleza a los miembros de ese cuerpo. La inmunidad por definición, es una excepción a las normas, disposiciones o situaciones frente a los poderes y a todo habitante, siempre que el hecho o acto relación de dependencia con el mandato legislativo.


LINARES QUITANA 2 define en general a los privilegios parlamentarios, como todos los derechos y poderes peculiares de las asambleas legislativas, indispensables para su conservación, independencia y seguridad, tanto respecto a sus miembros como al conjunto de la corporación. Señala que existen dos existen dos tipos de privilegios: colectivos y personales; los primeros referidos a las cámaras consideradas como órganos del poder público y los segundos, a los legisladores, considerados individualmente.


IZAGA3 sostiene que los legisladores, para cumplir su misión, deben gozar  de completa seguridad y para ello, se les otorga ciertas prerrogativas que reciben el nombre de inmunidades parlamentarias y cuyo fin es librarlos de toda clase de obstáculos que las autoridades o simples ciudadanos pudieran oponer al ejercicio de sus funciones y ponerlos a cubierto de todo género de perjuicios, persecuciones y daño que contra ellos se pudiera intentar.                


Basta las opiniones de los autores citados, para considerar que seria conveniente para el exacto empleo de los vocablos, designar la palabra privilegio las prerrogativas y facultades de que gozan las Cámaras, en su carácter de órganos deliberativos integrantes de un poder y que amparan el correcto desempeño de sus funciones, y reservar el términos inmunidades para las exenciones de que están rodeadas los legisladores en razón de sus mandatos y como miembros de la cámara a la que pertenecen durante todo el tiempo que ejerzan sus funciones.           

II.- ORIGEN

En cuanto a los orígenes de los privilegios e inmunidades parla mentarias, la generalidad de autores están de acuerdo en aceptar que tales prerrogativas nacieron en el parlamento Inglés. Los privilegios y poderes que fueron reclamados y ejercidos en los tiempos antiguos por las dos Cámaras del Parlamento británico abrazan una gran extensión de jurisdicción legislativa, judicial y administrativa, y eran, hasta cierto punto, vagos, indefinidos, y anómalos.

Así QUISPE CORREA4. sostiene que las inviolabilidades e inmunidades, consideradas también privilegios, nacen en Inglaterra como medida protectora a favor de los diputados en su enfrentamiento permanente con la Corona; son épocas difíciles en que la Monarquía, en pleno apogeo absolutista, no tolera oposiciones de ningún tipo y, menos, que se pretenda recortarle atribuciones cuyos orígenes estimaban divinos. Entre los años que van de 1046 a 1544, la Cámara de los Comunes obtienen la libertad de palabra y la inviolabilidad como conquista que van a influir en otras sociedades que demandan su inclusión y práctica. 

Continua el mencionado autor señalando que es en la Francia Revolucionaria la que adopta sanciona la inviolabilidad del congresista. A partir de ese episodio, el modelo se dispara a todos los países que se nutren de la misma fuente. El liberalismo, pues, fue la vertiente principal de dos instituciones que se propusieron garantizar la libertad del congresista frente a la prepotencia real y, posteriormente, frente al impredecible comportamiento de autócratas de diversas naturalezas.

IZAGA 5 por su parte sostiene que ya en las partidas, el Rey Alfonso el Sabio había propuesto normas para seguridad de los que "van y vienen a la Corte o llamados por el Rey o de grado para exponer sus quejas o hacer sus reclamaciones". "En las Cortes que reunió Fernando IV en 1302, 1303 y 1305, los Procuradores pidieron al Rey que los omes que vengan seguros a las Cortes... ellos et los que tragieren de venida et de morada, et de morada, et de ida desde que saliesen de sus casas hasta que tornasen" . "Y don Pedro el cruel, habiéndole hecho presente lo Procuradores a las Cortes de Valladolid (1351) que algunas personas, por malquerencia o por hacer daño, les movían acusaciones maliciosas o demandas que los obligaban a prestar fianzas, ordenó que los alcaldes de Cortes no conociesen de pleito alguno ni querella contra los Procuradores que a sus tierras, salvo ..." 

WILSON al hablar de privilegio y exención de arresto, sostiene que tuvo su nacimiento con la instancia de los primeros parlamentos o consejos en Inglaterra y lo remonta al reinado de Eduardo el confesor. GLOTZ por su parte sostiene que las prerrogativas y privilegios de los parlamentarios ya existían en forma rudimentaria en Grecia y Roma. KELSEN los hace aparecer en la edad media y DUGUIT sostiene que el Bill of Rigth de 1689 ya aparecen las prerrogativas como derecho positivo 6.    

III.- CONCEPTO 


BURDEAU define las inmunidades parlamentarias diciendo que son los privilegios que garantizan el libre ejercicio del mandato de los legisladores, protegiéndolos contra las persecuciones judiciales intentadas, ya sea por el gobierno o por los particulares.


SCHMID usa el vocablo indemnidad para las inmunidades que se refiere a la libertad de opinión y de voto del legislador, reservándose el vocablo inmunidad para las intangibilidades personales garantizadas a los parlamentarios    

CHIRINOS SOTO 7 señala que el Parlamentario es inviolable. No puede ser procesado ni preso salvo en caso de delito flagrante. Ese delito no es delito de función –para el que existen los mecanismos del juicio político- sino delito común, respecto del cual el Congreso o la Comisión Permanente puede no autorizar la privación de la libertad y el enjuiciamiento.        

Entonces se puede concluir que en nuestra Constitución el Parlamentario no puede ser procesado ni preso, salvo autorización de su Cámara o, en receso de ésta, de la Comisión Permanente. Se exceptúa el delito flagrante. En ese caso, el parlamentario será apresado; pero deberá ponérsele a disposición de su Cámara o de la Comisión Permanente dentro de las veinticuatro horas. Entonces, se autorizan o no la privación de la libertad y el enjuicimento.

Si el delito por cuya comisión debe responder el parlamentario es delito común –un robo, un homicidio,- la Cámara o la Comisión Permanente se limita a autorizar el enjuiciamiento, sin someter al parlamentario a los trámites del antejuicio constitucional, el cual existe para los delitos de función, y no, para los delitos comunes.              

LA INVIOLABILIDAD Y LA INMUNIDAD 

QUISPE CORRES 8 señala que el artículo  93° de la Constitución Política vigente encontramos dos privilegios para los congresistas, la  inmunidad y la inviolabilidad.

La inmunidad consiste en que el congresista no puede ser procesado ni preso, salvo el caso de flagrante delito. Para que proceda el levantamiento de la inmunidad se requiere la realización de un antejuicio, a fin de determinar si los hechos denunciados constituye delito. Una vez aprobado el levantamiento de la inmunidad el congresista queda a disposición de la justicia (Los Congresistas no pueden ser procesados ni presos, sin previa autorización del Congreso o de la Comisión Permanente).

 La inviolabilidad se refiere a que el congresista no responde por opiniones que emite en el ejercicio de su función. Estos privilegios existen con la finalidad de garantizar la independencia del congresista y protegerlo de venganzas políticas o personales (Los Congresistas no son responsables ante la autoridad ni órgano jurisdiccional alguno por las opiniones y votos que emitan en el ejercicio de sus funciones).

La inviolabilidad tiene como finalidad garantizar la libertad propia de la función. Un congresista no es pasible de sanciones mientras dure su mandato legislativo, inclusive hasta un mes después de haber cesado en el cargo, por todas las expresiones que hubiesen vertido durante su gestión. 

La inmunidad, en cambio, es una prerrogativa procesal que impide la detención del congresista, salvo flagrante delito. Tampoco se le puede juzgar si no mediante autorización del congreso. Si existe autorización se produce lo que en doctrina se conoce como desafuero. Como dice BIELSA9 las inmunidades son dos principalmente: 1) contra el arresto; y, 2) contra los interrogatorios judiciales.       

La doctrina señala que es procedente el juicio político cuando se considera que se ha cometido un delito de función; juicio que puede concluir en la declaración de irresponsabilidad total, en irresponsabilidad o en responsabilidad administrativa en que cabe sanciones que lo afecten en el ejercicio de ciertos derechos (inhabilitación para desempeñar una función pública, destitución); o responsabilidad penal. Cuando se trata de la comisión de delitos comunes. 

Cabe señalar que durante el gobierno el gobierno del Dr. García Pérez, un congresista alegó como delito de función al hecho de haber viajado al exterior (Alemania) para realizar negociación proveniente del narcotráfico. El Parlamento desestimó esa argumentación y procedió a ponerlo a disposición del juzgado correspondiente.

IV.- FINALIDAD 

La inmunidad parlamentaria tiene como finalidad proteger ante la posibilidad de una utilización política del proceso penal contra un parlamentario. La discusión en torno a la responsabilidad penal sólo corresponde realizarse dentro de las garantías de un proceso judicial. 

TIRADO 10 sostiene que La única finalidad constitucionalmente valida, que puede tener la inmunidad parlamentaria es la de evitar la persecución política en contra de un parlamentarios.

V.- LA INMUNIDAD PARLAMENTARIA EN LAS CONSTITUCIONES DEL PERU


La inmunidad parlamentaria ha estado presente en todas las Constituciones de la República de nuestro país, así tenemos:    

Constitución Política de 1823

Artículo 57.- " Los diputados son inviolables por sus opiniones, y jamás podrán ser reconvenidos ante la ley por lo que hubieran manifestado en el tiempo del desempeño de su comisión"

Artículo 59.- "En las acusaciones criminales contra los diputados no entenderá otro juzgado ni tribunal que el Congreso, conforme a su reglamento interior; y mientras permanezcan las sesiones del Congreso no podrán ser demandados civilmente, ni ejecutados por deudas".

Constitución Vitalicia de 1826


Artículo 32.- Ningún individuo del cuerpo legislativo podrá ser preso durante su diputación sino por orden de su respectiva Cámara, a menos que sea sorprendido in fraganti, en delito que merezca pena capital"


Artículo 33.- Los miembros del Cuerpo Legislativo serán inviolables por las opiniones que emitan dentro de sus Cámaras en el ejercicios de sus funciones"

Constitución Política de 1828


Artículo 42.- "Los diputados y senadores son inviolables por sus opiniones y jamás podrán ser reconvenidos ante la ley por las que hubieren manifestado en el desempeño de su comisión.


Artículo 43.- "Mientras dure las sesiones del congreso no podrán los diputados y senadores ser demandados civilmente, ni ejecutados por deudas. En las acusaciones criminales contra algún miembro de las Cámaras, desde el día de su elección hasta dos meses después de haber cesado en su cargo (...)

Constitución de 1834


Artículo 45.- "Los diputados y senadores son inviolables por sus opiniones, y en ningún tiempo pueden ser reconvenidos ante la ley, por las que hubieren manifestado en el desempeño de su comisión"


Artículo 48.- "Los diputados y senadores, mientras duren las sesiones, no pueden ser demandados civilmente ni ejecutados por deudas. En las acusaciones criminales contra algún miembro de las Cámaras, desde el  día de su elección hasta el día en que se abra la legislatura, en que es reemplazado (...)" 

Constitución Política de 1839


Artículo 17.- "Los diputados y senadores son inviolables por sus opiniones en el desempeño de su cargo"


Artículo 18.- "Los diputados y senadores no pueden ser acusados o presos desde el día de su elección hasta tres meses después de haber concluido las sesiones, sin previa autorización del Congreso, con conocimiento de causa y en su receso, del Consejo de Estado, a no ser en caso de delito in fraganti en el que será puesto inmediatamente a disposición de su Cámara respectiva o del Consejo de Estado"

Constitución Política de 1856


Artículo 50.- "Los representantes son inviolables en el ejercicio de sus funciones"


Artículo 51.- "Los diputados y senadores no podrán ser arrestados ni acusados, durante las sesiones sin previa autorización del Congreso salvo en el caso de delito in fraganti podrán ser arrestados y se les pondrá inmediatamente a disposición del Congreso"        

Constitución Política de 1860


Artículo 54.- "Los diputados y senadores son inviolables en el desempeño de sus cargos. 

Artículo 55.- " Los diputados y senadores no podrán ser arrestados ni acusados, durante las sesiones sin previa autorización del Congreso, desde un mes antes de abrir las sesiones hasta un mes después de cerradas, excepto in fraganti delito en cuyo caso serán puestos inmediatamente a disposición de su respectiva Cámara"

Constitución Política de 1867

Nota: esta constitución repite en los artículos 53 y 54 las normas de las constituciones anteriores con respecto a la inviolabilidad de los legisladores en el desempeño de sus mandatos y a la exención de arresto. Como novedad puede señalarse que el artículo 55 establece la intervención del Supremo Tribunal de Justicia en los casos de acusación y detención de los representantes.   

Constitución Política de 1920

Artículo 80.- "Los senadores y diputados son inviolables en el ejercicio de sus funciones y no pueden ser acusados ni presos sin previa autorización de las Cámaras a que pertenezcan, desde un mes antes de abrirse las sesiones hasta un mes después de cerradas, excepto in fraganti delito, en cuyo caso serán puestos inmediatamente a disposición de su respectiva Cámara"   

Constitución Política de 1933

Articulo 105.- " Los senadores y los Diputados son inviolables en el ejercicio de sus funciones, y no pueden ser acusados ni presos sin previa autorización de la Cámara a que pertenecen, desde un mes antes de abrirse la Legislatura hasta un mes después de cerrada, excepto en flagrante delito, en cuyo caso serán puestos dentro de las veinticuatro horas a disposición de su respectiva Cámara"  

Constitución Política de 1979

Artículo 176.- Los senadores y diputados ... no son responsables ante autoridad ni tribunal alguno por los votos de opiniones que emitan en el ejercicio de sus funciones ... No pueden ser procesados ni presos, sin previa autorización de la Cámara a que pertenecen o de la Comisión Permanente, desde que son elegidos hasta un mes después de haber cesado en sus funciones, excepto por flagrante delito, caso en el cual son puestos a disposición de su respectiva Cámara o de la Comisión Permanente dentro de las veinticuatro horas, a fin de que se autoricen o no la privación de la libertad y el enjuiciamiento"       

VI.- LA INMUNIDAD PARLAMENTRIA EN LA CONSTITUCION POLITICA VIGENTE

La Constitución de 1993 al igual que las otras Constituciones antes mencionadas también contempla la figura constitucional de la inmunidad Parlamentaria. Así:  

Artículo 93.- “Los congresistas

(…)

 (...) No son responsables ante autoridad ni órgano jurisdiccional alguno por las opiniones y votos que emitan en el ejercicio de sus funciones.

 No pueden ser procesados ni presos, sin previa autorización del Congreso o de la Comisión Permanente, desde que son elegidos hasta un mes después de haber cesado en sus funciones, excepto por delito flagrante, caso en el cual son puestos a disposición del Congreso o de la Comisión Permanente dentro de las veinticuatro horas, a fin de que se autoricen o no la privación de la libertad y el enjuiciamiento".

La inmunidad está referida a aspectos penales conocida en el derecho sajón como  “inmunidad de arresto”· consiste en la protección del parlamentario frente a cualquier tipo de detención, a través de un determinado proceso  o fuera de éste.

Esta protección cubre la comisión de los delitos comunes y los delitos en el ejercicio de sus funciones. En el caso del delito común, existe el desafuero, y luego el juzgamiento por el Juez de la causa. 

Para el caso del delito de función debe darse la acusación constitucional, y el juzgamiento a cargo de la Corte Suprema.        

Ahora, como se puede apreciar en el segundo párrafo del artículo 93º se establece lo que se denomina la inviolabilidad parlamentaria y que es irresponsabilidad del congresista por las opiniones o votos que emita en el ejercicio de sus funciones, esto es, en las comisiones y en el Pleno del Congreso, y en todo acto en el que esté ejerciendo la representación que ha recibido de la Nación. La inviolabilidad impide que autoridad u órgano jurisdiccional alguno, se hagan cargo denuncias, procedimientos o acciones judiciales de ser el caso, contra congresistas por dichos votos u opiniones. Inviolabilidad, en síntesis, significa que el congresista no puede ser jurídicamente tacado por las opiniones que exprese en el ejercicio de su función. Desde luego, las expresiones que pueden hacer en su vida privada sí podrán ser objeto de acción judicial.

En cuanto a la inmunidad, se encuentra consagrado en el último párrafo del artículo 93º de la Constitución, aquí se pueden apreciar dos situaciones:

El Congresista no puede ser detenido, salvo en caso de flagrante delito.- Cuando un congresista comete un delito se presentan dos situaciones:

- La primera, si se trata de un delito de Función. En este caso procedente el antejuicio político establecido en el artículo 99º y 100º de la Constitución. 

- La segunda, si se trata de un delito común. En este caso no podrá ser  automáticamente detenido, caso distinto es cuando el Congresista es sorprendido en delito flagrante. Para poder establecer cuando estamos en flagrancia, resulta importante tener en consideración los presupuestos que establece el artículo 106° inciso 8 del Código Procesal Penal de 1991 para delimitar tal concepto. Así éste articulado prescribe que: “Hay flagrancia cuando la comisión del delito es actual y en esas circunstancias su autor es  descubierto, o cuando el agente es perseguido y detenido inmediatamente de haber cometido el hecho delictuoso, o cuando es sorprendido con objetos o huellas que revelan que viene de cometerlo”.


MARCIAL RUBIO 11 señala que si se trata de delito flagrante, es decir el congresista es detenido en el momento mismo de la comisión del crimen, es obvio que no puede ser dejado libre, pero deberá ser puesto dentro de la 24 horas a disposición del congreso o de la Comisión Permanente, organismos que según autorizarán o no la privación de la libertad y el enjuiciamiento. Se entiende que se recurrirá al Pleno del Congreso si hay legislatura y a la Comisión Permanente si no la hay. Este procedimiento funciona no importa de que delito se trate (común o de función). Un congresista es inmune aún en el caso de haber cometido un delito estrictamente dentro del ámbito de su vida privada.           

El congresista no puede ser procesado, ente caso se hace referencia exclusivamente de un proceso penal, ya que tratándose de otro tipo de procesos como un proceso civil o laboral si son pasibles. Cabe señalar que el artículo 16 del Reglamento de Congreso en su última parte prescribe que la inmunidad de proceso no protege a los Congresistas contra las acciones de naturaleza diferente a la penal, que se ejerzan en su contra y sean derivadas de sus actos privados.  

VII.-INMUNIDAD PARLAMENTARIA COMO REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD 

Con  relación a la inmunidad parlamentaria existe cierta unanimidad en considerarla como requisito de procedibilidad en los casos en que existe un proceso penal iniciado contra un parlamentario, requisito que consiste en recabar del órgano legislativo la autorización para la continuación del proceso penal.

En consecuencia no se puede iniciar o continuar un proceso penal contra un congresista si es que a este no se le ha desaforado en el caso de los delitos comunes o exista acusación constitucional.

Igualmente en caso de detención del citado funcionario, salvo el caso de flagrancia, el Parlamento deberá emitir la autorización correspondiente. 

VIII.- Duración de la Inmunidad Parlamentaria 


La inmunidad cubre un espacio de tiempo desde que los congresistas son elegidos hasta un mes después de haber cesado en sus funciones. Cesan en la función el último día en que les haya sido jurídicamente posible ir al Congreso como congresistas. 

Cabe Señalar que el término “son elegidos” debe entenderse desde el día en que se les proclama como congresistas por órgano correspondiente.   

CONCLUSIONES 

1.- Los privilegio son las prerrogativas y facultades de que gozan las Cámaras, en su carácter de órganos deliberativos integrantes de un poder y que amparan el correcto desempeño de sus funciones. Y las inmunidades son las exenciones de que están rodeadas los legisladores en razón de sus mandatos y como miembros de la cámara a la que pertenecen durante todo el tiempo que ejerzan sus funciones.           

2.- En cuanto a Los orígenes de los privilegios e inmunidades parlamentarias, la generalidad de autores están de acuerdo en aceptar que tales prerrogativas nacieron en el parlamento Inglés.

3.- En nuestra Constitución el Parlamentario no puede ser procesado ni preso, salvo autorización de su Cámara o, en receso de ésta, de la Comisión Permanente. Se exceptúa el delito flagrante. En ese caso, el parlamentario será apresado; pero deberá ponérsele a disposición de su Cámara o de la Comisión Permanente dentro de las veinticuatro horas. Entonces, se autorizan o no la privación de la libertad y el enjuiciamiento.

4.- Hay flagrancia cuando la comisión del delito es actual y en esas circunstancias su autor es  descubierto, o cuando el agente es perseguido y detenido inmediatamente de haber cometido el hecho delictuoso, o cuando es sorprendido con objetos o huellas que revelan que viene de cometerlo.

5.- La inviolabilidad se refiere a que el congresista no responde por opiniones que emite en el ejercicio de su función. Estos privilegios existen con la finalidad de garantizar la independencia del congresista y protegerlo de venganzas políticas o personales (Los Congresistas no son responsables ante la autoridad ni órgano.

6.- La inmunidad parlamentaria es un requisito de procedibilidad en los casos en que existe un proceso penal iniciado contra un parlamentario, requisito que consiste en recabar del órgano legislativo la autorización para la continuación del proceso penal.
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